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ción a la inscripción del matrimonio, y remitió lo actuado a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

5. Con fecha 18 de abril de 2005, el promotor solicitó la suspensión y 
anulación del recurso interpuesto.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil rela-
tivo a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado 
en Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B.O.E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, y la Instrucción de 9 de enero de 1995, 
y la Resolución de 29-2.ª de mayo de 1999 y 17-2.ª de septiembre de 2001.

II. Con carácter previo al análisis del fondo del asunto, hay que exa-
minar la solicitud de desistimiento al recurso presentada por el intere-
sado recurrente. Por razones del principio de concordancia del Registro 
con la realidad jurídica extrarregistral (cfr. arts 15 y 26 de la L.R.C.) no 
cabe admitir el desistimiento ya que este principio superior está sustraído 
a la voluntad de los contrayentes. Refuerza la anterior conclusión el 
carácter obligatorio con que se impone en nuestra legislación el deber
de promover la inscripción en el Registro Civil a quienes se refiere el 
hecho inscribible, esto es, a los contrayentes en el caso del matrimonio 
(cfr. arts. 24 y 71 L.R.C.). Por lo demás, no ha de olvidarse que conforme 
a los artículos 61 del Código Civil y 70 de la Ley del Registro Civil, los 
efectos civiles del matrimonio se producen desde el momento de su cele-
bración.

 III. En cuanto a la cuestión de fondo, hay comenzar señalando
que cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero 
con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración»
(cfr. art. 49-II C.C.), pero aunque la forma sea válida, es necesario, para 
poder practicar la inscripción, comprobar que han concurrido los requisi-
tos legales de fondo exigidos para la validez del enlace (cfr. art. 65 C.C.), 
bien se haga esta comprobación mediante la calificación de la «certifica-
ción expedida por autoridad o funcionario del país de celebración»
(cfr. art. 256.3 R.R.C.) y en las condiciones establecidas por este precepto 
reglamentario, bien se realice tal comprobación, en ausencia de título 
documental suficiente, a través del expediente previsto en el artículo 257 
del Reglamento del Registro Civil.

IV. No se trata ahora de entrar a examinar la eventual antinomia que 
alguna doctrina ha querido ver entre el artículo 256 del Reglamento del 
Registro Civil y el artículo 73 de la Ley del Registro Civil, que exige la 
tramitación de expediente para la inscripción del matrimonio celebrado 
en país extranjero con arreglo a la forma del país. El artículo 63 del 
Código Civil, que es el precepto básico sobre el particular, silencia este 
extremo (cfr. también art. 256 R.R.C., que deja a salvo expresamente lo 
establecido por dicho artículo 631), y el expediente al que alude el ar-
tículo 73 de la Ley del Registro Civil responde a un sistema para la inscrip-
ción que ha de estimarse alterado por la norma posterior de comproba-
ción contenida en el artículo 65 del Código Civil y desarrollada por los 
artículos 256 y 257 del Reglamento del Registro Civil. Se trata, en defini-
tiva, de un trasunto de la posibilidad de inscribir, sin expediente, naci-
mientos y defunciones conforme a los artículos 23-II de la Ley del Regis-
tro Civil y 85 de su Reglamento, que admiten la inscripción en el Registro 
Civil español, sin necesidad de expediente, utilizando como título formal 
inscribible la certificación de asientos extendidos en registros extranje-
ros «siempre que no haya duda de la realidad del hecho y de su legalidad 
conforme a la ley española», permisión que ahora se extiende también a 
los matrimonios celebrados en el extranjero.

Ahora bien, en cualquier caso el propio artículo 256 del Reglamento, 
sin entrar a cuestionar su legalidad, se cuida de dejar a salvo de su man-
dato de inscripción directa por certificación de la autoridad o funcionario 
competente, entre otros, el caso del artículo 252 del propio Reglamento, 
conforme al cual cuando un español desea contraer matrimonio en el 
extranjero con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de cele-
bración y esta Ley exige la presentación de un certificado de capacidad 
matrimonial, el expediente previo a la celebración del matrimonio, 
estando uno de los contrayentes domiciliado en España, ha de tramitarse 
en el Registro Civil del domicilio conforme a las reglas generales y en él 
no debe prescindirse del trámite de audiencia reservada y por separado 
de cada contrayente (cfr. art. 246 R.R.C.).

V. En este caso lo que ha sucedido es que el contrayente español, 
acerca de cuya condición de tal no cabe duda a la vista de su certificación 
de nacimiento en la que consta la inscripción marginal de la concesión de 
la nacionalidad española por residencia en virtud de Resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 27 de marzo
de 1998, ha sido considerado por las autoridades marroquíes encargadas 
de la autorización del matrimonio no como español, sino como marroquí, 
al no reconocer la validez y eficacia de la renuncia a esta nacionalidad que 
el interesado formalizó a los efectos de perfeccionar su título de adquisi-
ción de la nacionalidad española, pero es ésta una consideración por la 

que no pueden pasar en absoluto las autoridades españolas, pues en
estos supuestos de doble nacionalidad de «facto», de un español
que ostente además otra no prevista en nuestras leyes o en los tra-
tados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española 
(cfr. art. 9.9 n.º 9 C.C.). Por tanto, para los efectos del Ordenamiento jurí-
dico español el supuesto se ha de calificar como de matrimonio de espa-
ñol celebrado en el extranjero con contrayente extranjero, por lo que 
presupuesto para tal caso la exigibilidad por parte de la ley local marroquí 
de un certificado de capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reco-
nocer como título inscribible la mera certificación de la autoridad extran-
jera, por lo que, prescindiendo de la posible extralimitación reglamentaria 
del artículo 256.3 del Reglamento del Registro Civil respecto del ar-
tículo 73 párrafo segundo de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza 
con la excepción reconocida en el artículo 252 del propio Reglamento que 
impone, para los casos en él contemplados y en cuyo tipo normativo se 
subsume el que es objeto del presente recurso, la previa tramitación del 
expediente registral a fin de obtener certeza sobre la capacidad matrimo-
nial de contrayente español, y ello debe mantenerse tanto si se considera 
que el citado artículo 252 del Reglamento constituye una norma material 
de extensión inversa o «ad intra» para los supuestos internacionales en 
ella previstos, por efecto de la cual se «interiorizan» las normas de los 
Ordenamientos jurídicos extranjeros que exijan el certificado de capaci-
dad matrimonial, como si se entiende que, partiendo de la condición de 
español del contrayente, no se han observado las exigencias de la forma 
prevista para la celebración del matrimonio por la «lex loci».

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria que procede desestimar el recurso.

Madrid, 13 de junio de 2005.–La Directora general, Pilar Blanco-Mora-
les Limones.

Sr. Encargado del Registro Civil Consular de Casablanca. 

 13245 RESOLUCIÓN de 24 de junio de 2005, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el auto dictado por el Juez Encargado 
del Registro Civil de Sevilla, en el expediente de cambio de 
nombre propio de menor adoptada.

En el expediente de cambio de nombre propio en inscripción de naci-
miento remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del enta-
blado por la promotora contra auto del Juez Encargado del Registro Civil 
de Sevilla.

Hechos

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sevilla el 30 de 
noviembre de 2004, Dña. M. H. C., mayor de edad, y con domicilio en Sevi-
lla, manifestó que al practicarse la inscripción de nacimiento de su hija se 
hizo constar como nombre propio Estrella, y dicho nombre estaba en 
evidente discordancia con el usado habitualmente, que era el de Estrella 
Xiaojie, deseando mantener el nombre propio que de origen le correspon-
día, para que no perdiera totalmente sus señas de identidad, por lo que 
solicitaba para su hija menor el cambio de su nombre propio por el de 
Estrella Xiaojie. Acompaña inscripción de nacimiento de Xiaojie G., en la 
que consta marginal de adopción por M. H. C., y de que el nombre de la 
inscrita será de Estrella H. C., certificado de empadronamiento, pasa-
porte, y diversa documentación correspondiente a la adopción de la 
menor.

2. Ratificado la promotora, el Ministerio Fiscal informó que se opo-
nía a lo solicitado por entender que no existía justa causa para ello. El 
Juez Encargado dictó auto con fecha 20 de diciembre de 2004, dispo-
niendo que no había lugar a estimar la pretensión de la promotora, rela-
tiva al cambio del nombre propio de su hija por uso habitual, al no 
demostrarse ello, por cuanto no aportaba prueba de la habitualidad, que 
supone un uso prolongado en el tiempo. La promotora basaba su peti-
ción en un deseo, legítimo, de no privar a su hija de sus orígenes y de sus 
señas de identidad, pues el nombre propuesto era el que en origen tenía 
la niña. Ello, sin embargo, no era causa prevista entre aquellas que podía 
examinar el Encargado, por lo que carecía de competencia para resol-
verlo.

3. Notificados el Ministerio Fiscal y la promotora, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solici-
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tando que se autorice el cambio de nombre, en base a que existe justa 
causa conforme al artículo 206 del Reglamento del Registro Civil, unido al 
hecho, mas que probado, de que el nombre que se propone, Xiaojie, le fue 
impuesto antes de ser adoptada y por tanto le pertenecía legítimamente.

4. En la tramitación del recurso el Ministerio Fiscal interesó la con-
firmación del auto recurrido por sus propios fundamentos jurídicos. El 
Juez Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución, informando 
desfavorablemente la pretensión del promotor, dado que no desvirtuaba 
los fundamentos de la resolución.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil; 192, 
209, 210, 217, 218, 354 y 365 del Reglamento del Registro Civil; y las Reso-
luciones de 28 de febrero y 26-1ª de abril y 5-2ª y 7-2ª de julio y 8-1ª de 
octubre de 2003, 7-2ª de febrero y 8-1ª de junio de 2004.

II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades 
para autorizar en expediente el cambio del nombre propio inscrito por 
el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 R.R.C.), siempre que exista 
justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 210 
R.R.C.) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las nor-
mas que regulan su imposición (cfr. arts. 54 L.R.C. y 192 R.R.C.), porque, 
como es obvio, no ha de poder lograrse, por la vía indirecta de un expe-
diente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado.

III. En el caso presente las pruebas presentadas no llegan a justificar 
la habitualidad en el uso del nombre pretendido, de modo que la compe-
tencia para aprobar el expediente excede de la atribuida al Encargado y 
corresponde por el contrario a la competencia general del Ministerio de 
Justicia (cfr. art. 57 L.R.C. y 205 R.R.C.) y hoy, por delegación (O.M.26 de 
junio de 2003), a esta Dirección General.

IV. Conviene en todo caso examinar la cuestión acerca de si el cam-
bio intentado pudiera ser acogido por esta otra vía. Se ha seguido la nece-
saria fase de instrucción del expediente de la competencia del Ministerio 
ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 R.R.C.) y razones de eco-
nomía procesal aconsejan ese examen (cfr. art. 384 R.R.C.), ya que sería 
superfluo y desproporcionado con la causa exigir la reiteración formal de 
otro expediente dirigido al mismo fin práctico.

V. La cuestión apuntada merece una respuesta afirmativa. Se trata de 
una menor adoptada y el cambio intentado no perjudica a tercero y hay 
para él una justa causa, con lo que se cumplen los requisitos específicos 
exigidos para la modificación (cfr. art. 206, III, R.R.C.). Este último 
extremo relativo a la concurrencia del requisito de la justa causa, que es 
negado por el Ministerio Fiscal en su informe, debe ser, por el contrario, 
afirmado en un doble sentido. Por un lado, el nombre propuesto «Xiaojie» 
es el que correspondía legalmente a la menor antes de ser adoptada y el 
que usaba de hecho, el cual fue sustituido, sin base legal para ello (cfr. art. 
213 nº1 R.R.C.), en el trámite de la inscripción en el Registro Civil español 
del nacimiento y de la adopción. En rigor, por lo tanto, estamos en presen-
cia de un supuesto de imposición de nombre con infracción de las normas 
establecidas, lo que ya de por sí constituye causa suficiente para autorizar 
la sustitución pretendida en cuanto a la recuperación del nombre origina-
rio de la nacida (cfr. art. 212 R.R.C.). Por otro lado, y atendiendo al princi-
pio superior de prevalencia del interés de la menor (cfr. art. 2 Ley Orgá-
nica 1/1996, de 15 de enero), abona la conclusión anterior el propósito a 
que responde la petición de cambio solicitada de que la menor no pierda 
el sentido de sus orígenes, a lo que sin duda contribuirá favorablemente la 
conservación de su nombre original chino como segundo nombre propio 
de la misma.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria que procede:

1.º Estimar el recurso.
2.º Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (ORDEN 

JUS/345/2005 de 7 de febrero), el cambio del nombre inscrito «Estrella» 
por «Estrella-Xiaojie», no debiendo producir esta autorización efectos 
legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento y 
siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días desde la 
notificación, conforme a lo que dispone el artículo 218 del Reglamento del 
Registro Civil.

Madrid, 24 de junio de 2005.–La Directora General, Pilar Blanco-Morales 
Limones.

Sr. Juez Encargado del Registro Civil de Sevilla. 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 13246 RESOLUCIÓN de 13 de julio de 2005, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del Acuerdo Sectorial Nacio-
nal de la Industria Salinera para el año 2005.

Visto el texto del Acuerdo Sectorial Nacional de la Industria Salinera 
para el año 2005 (Código de Convenio n.º 9914535), que fue suscrito con 
fecha 16 de junio de 2005 de una parte por la Asociación Española de 
Fabricantes de Sal (AFASAL), en representación de las empresas del
sector, y de otra por las Organizaciones sindicales FITEQA-CC.OO
y FIA-UGT, en representación del colectivo laboral afectado, y de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 90, apartado 2 y 3, del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y en el Real Decre-
to 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y depósito de Convenios 
Colectivos de trabajo, esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero.–Ordenar la inscripción del citado Acuerdo Sectorial en el 
correspondiente Registro de este Centro Directivo, con notificación a la 
Comisión Negociadora.

Segundo.–Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 13 de julio de 2005.–El Director General, Esteban Rodríguez 
Vera.

ACUERDO SECTORIAL NACIONAL DE LA INDUSTRIA SALINERA 
PARA EL 2005

Preámbulo

Las partes signatarias integradas, en cuanto a la representación sindi-
cal, por la Federación de Industrias Afines de la UGT (FIA-UGT) y por la 
Federación de Industrias Textil-Piel, Químicas y Afines de CC.OO. 
(FITEQA-CC.OO.) y, por parte patronal, por la Asociación Española de 
Fabricantes de Sal (AFASAL), como organizaciones más representativas 
del Sector de la Industria Salinera y haciendo uso de las previsiones con-
tenidas en el número 2 del artículo 3 del 2.º Convenio Colectivo General 
de la Industria Salinera, acuerdan:

Artículo 1. Ámbitos Funcional, Territorial y Personal.

Quedan obligados por las disposiciones del presente Acuerdo Secto-
rial Nacional (ASN) las empresas y personal laboral de las entidades 
públicas y trabajadores del sector que se determinan en el ámbito funcio-
nal y personal del 2.º Convenio Colectivo General de la Industria Salinera, 
con la salvedad que se contiene en la Disposición Final de su texto.

En cuanto al ámbito territorial, el presente Acuerdo Sectorial Nacional 
será de aplicación en todo el territorio del Estado español.

Artículo 2. Ámbito Temporal.

Este Acuerdo estará vigente desde el 1 de enero de 2005 al 31 de 
diciembre de 2005.

Artículo 3. Alcance Obligacional y Normativo.

1. Las partes signatarias del presente acuerdo, como organizaciones 
más representativas del sector y de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley Orgánica de Libertad Sindical, incorporarán obligatoriamente el con-
tenido del mismo a los Convenios Provinciales o, en su caso, de Empresa, 
de conformidad con el número 3 del artículo 3 del 2.º Convenio Colectivo 
General de la Industria Salinera.

2. El contenido del presente Acuerdo tiene carácter preferente sobre 
cualquier otra disposición legal de carácter general que regule las mate-
rias en él contenidas, salvo que sean de derecho necesario, sustituyéndo-
las, por tanto, durante su vigencia.

Artículo 4. Incrementos económicos.

1. Para el año 2005, los Convenios Colectivos Provinciales o, en su 
caso, de Empresa, aplicarán un incremento del 2’3 % (dos coma tres por 
ciento) sobre los conceptos a que se refiere el artículo 45 del Convenio 
Colectivo General de la Industria Salinera.


